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Prólogo


 El trabajo realizado recurriendo a la utilización de plataformas digitales en una realidad pujante en los países de la Unión Europa y, singularmente, en el nuestro. Según un reciente estudio de la Comisión Europea, el 9’7 por ciento de los europeos encuestados —el estudio abarca catorce países— ha trabajado alguna vez para plataformas digitales. Porcentaje que, entre nosotros, se sitúa en el 11’6 por ciento, cota solamente superada por el Reino Unido donde alcanza al 12 por ciento (A. Pesole et altri, Plataform Workers in Europe, Comisión Europea, Luxemburgo 2018). No creo que estos datos estadísticos sorprendan hoy a nadie, pues constituyen un fiel reflejo de una realidad perceptible y hasta ostensible: la masiva presencia en nuestras calles de los trabajadores de plataforma ha llegado al punto de alterar el paisaje de nuestras ciudades, del que han pasado a formar parte. Estamos ya, por consiguiente, desde el punto de vista del empleo, ante una realidad importante, que, además, tiene amplia proyección de futuro.

Este volumen de empleo sin duda es reflejo del creciente peso económico del sector que está experimentando un notable desarrollo y, de paso, contribuyendo decisivamente al de otros sectores productivos. Algunos análisis estiman que el impacto económico de las actividades subyacentes a las plataformas digitales ya supone entre el 1 y el 1’4 por ciento del PIB y ascenderá hasta un 2 al 2’9 por ciento en 2025 (Fundación EY, Estudio sobre la economía colaborativa en España, 2017). Y es que, en efecto, la contribución de las plataformas digitales al crecimiento económico y del empleo no se circunscribe al crecimiento y al empleo propios, sino que se extiende a los sectores económicos a cuya expansión sirven y que experimentan una significativa expansión. Recientemente, la prensa daba cuenta de que a día de hoy el 17 por ciento de los ingresos de bares y restaurantes proceden de la entrega a domicilio, que gracias a ella han aumentado exponencialmente su facturación.

Como históricamente ha solido suceder ante los cambios tecnológicos de envergadura, la contratación y canalización jurídica de estos nuevos trabajos, tan estrechamente ligados a una tecnología nueva —la digital ahora— y tan singulares y novedosos en su morfología, se ha producido en un escenario de incertidumbre normativa sobre cual era y/o debía ser la normativa aplicable a los mismos. La confrontación de las nuevas realidades con las viejas normas permite constatar la inadecuación de la regulación contenida en éstas a aquellas, pero no dar respuesta a las nuevas necesidades reguladoras planteadas.

La doctrina que se ha ocupado de estudiar el trabajo provisto a través de plataformas digitales ha venido constatado y destacando el alcance de este desajuste, pues, casi de forma unánime, y pese a lo abundante y plural de la producción científica, reitera en sus análisis sendas conclusiones del mayor calado:


	
1º)  En primer lugar, la inadecuación del tipo legal del trabajo subordinado a la hora de calificar jurídicamente estos nuevos trabajos. Se sostiene que las notas definitorias del trabajo subordinado, entre nosotros de la dependencia y la ajenidad, son difícilmente reconocibles en estos trabajos, frente a los que se multiplican las dificultades de calificación jurídica tradicionalmente existentes.

	
2º)  En segundo lugar, la inadecuación del régimen laboral común para abordar la regulación de estas prestaciones de servicios, pues su morfología encaja mal con la rigidez del marco laboral general. La constatación de las dificultades de adaptación del marco legal existente a las nuevas realidades productivas ha llevado a formular todo tipo de propuestas de lege ferenda para salvar esta inadecuación. No es momento de dar cuenta de estas propuestas, pero sí de subrayar la coincidencia en la necesidad de su formulación. Cuando todos proponen reformas legales en un determinado ámbito, todos constatan, más allá de sus diferencias, la existencia de importantes carencias en la regulación del mismo.



A pesar del tiempo ya transcurrido desde la aparición de estos nuevos trabajos y a pesar de su creciente difusión, el marco de incertidumbre institucional y legal de la primera hora sigue manteniéndose. La pasividad del legislador, que, en general, se muestra reacio a actuar, quizás por temor a una intervención prematura, ha hecho que el marco legal general, cuya inadecuación todos constatan, siga siendo el marco referencial al que los operadores del sector deben atenerse. El propio informe europeo al que aludíamos más arriba lo ha concluido con carácter general: «el estatuto laboral de los trabajadores de plataforma es un problema controvertido y uno de los más relevantes desde una perspectiva política».

Este escenario de incertidumbre —y es también otra constante histórica— no ha disuadido sin embargo a los pioneros en el sector del establecimiento y desarrollo de sus iniciativas empresariales, pero este desarrollo se ha llevado a cabo utilizando los instrumentos jurídicos que entendían más ajustados a los nuevos trabajos y que, en todo caso, les resultaban más convenientes desde el punto de vista económico y de gestión del negocio, ignorando o minusvalorando el riesgo de la eventual recalificación jurídica de las contrataciones establecidas.

El panorama descrito se completa con la aparición de los primeros conflictos laborales derivados de los nuevos trabajos, unos conflictos a los que los Tribunales tienen necesariamente que dar respuesta y a hacerlo, además, con el instrumental que el Ordenamiento pone a su disposición, esto es, el marco laboral general. La situación resulta cuando menos paradójica: aunque entre la doctrina y los expertos resulte un lugar común la inadecuación del tipo «trabajo subordinado» para calificar a estas nuevas realidades laborales y la del marco laboral común para regularlas, ante el silencio del legislador, se hace recaer sobre los jueces la ingente tarea de controlar la calificación jurídica de estos trabajos y determinar de paso su régimen jurídico sin otros instrumentos que el propio tipo contractual legal, que, además, y como consecuencia de su propia lectura expansiva está viendo muy menoscabada su virtualidad calificadora, y la regulación laboral común.

Se trata de una opción de política del derecho por omisión, asimismo frecuente ante los cambios laborales derivados de las innovaciones tecnológicas (el legislador laboral español sigue poco menos que ignorando la informática y dejando en manos de los jueces resolver los problemas que su utilización en la empresa suscita), pero que puede tener importantes consecuencias sobre las que merece la pena pararse a pensar:


	
1º)  En primer lugar, la inadecuación del tipo contractual a los nuevos trabajos permite prever que sobre la calificación jurídica de estos trabajos se abra un importante debate judicial, que perpetúe, al menos por algún tiempo, el escenario de inseguridad jurídica. Es lo que ha ocurrido ya en otros países de nuestro entorno, en los que el debate está abierto, los pronunciamientos judiciales habidos son dispares y se adivina un largo horizonte de litigiosidad judicial.

	
2º)  En segundo lugar, aplicar el método tipológico en la calificación de estos trabajos, en los que la presencia de los indicios de dependencia y ajenidad resulta particularmente lábil, no constituye garantía de seguridad alguna, pues justamente esa labilidad constituye una invitación a la ulterior reconfiguración de las prestaciones de trabajo en función de la calificación que se pretende evitar. Dicho en otros términos, no hay ni mucho menos que excluir que, a la luz de los primeros pronunciamientos judiciales, las empresas del sector reaccionen modificando las prestaciones de trabajo y su interacción con las plataformas de suerte que puedan soslayar los indicios que han inclinado la calificación judicial en un determinado sentido. La tecnología digital constituye, en esta línea de actuación, un poderoso aliado.

	
3º)  En tercer lugar, este escenario de inseguridad sobre el estatuto jurídico aplicable a estas relaciones de trabajo y la espada de Damocles de su eventual recalificación, va a condicionar, está condicionando ya, la evolución del sector. De una parte, retrayendo su desarrollo. Es evidente que el escenario de inseguridad descrito, el hecho de que no se sepa con certeza cómo deben calificarse estas relaciones y cuál es el régimen jurídico que las rige disuade la inversión en el sector, frena su crecimiento y la creación de empleo en el mismo. De otra, condicionando las políticas laborales y de responsabilidad social de las empresas que lo integran, orientadas a menudo por la propia amenaza de recalificación jurídica. Cualquier concesión o ventaja otorgada por las empresas a favor de los trabajadores de plataforma debe ser previamente examinada desde la perspectiva de la subordinación, pues, en la medida en la que pueda leerse como un nuevo indicio de dependencia y/o ajenidad, la empresa se pensará dos veces su reconocimiento o concesión. Innecesario parece, en fin, señalar que si de la calificación jurídica que finalmente prevalece resulta la aplicación del régimen laboral común, ello producirá una auténtica convulsión en el desarrollo del sector y del empleo en el mismo, pues a nadie se le escapa que numerosos proyectos empresariales en este ámbito han sido concebidos y fundamentan su viabilidad en la exclusión de tal régimen legal.



A mi entender, el panorama descrito postula en favor de una intervención del legislador que ofrezca un marco de seguridad jurídica a las empresas y trabajadores del sector, conciliando los intereses de unos y de otros, no siempre ni necesariamente antagónicos —la flexibilidad, por ejemplo, constituye un valor compartido—, y permita el desarrollo de unas actividades productivas que responden a una verdadera demanda social y que pueden contribuir decisivamente —lo están haciendo ya— al crecimiento económico y del empleo.

En este sentido, el legislador francés, que ha tenido el coraje de arriesgar un modelo regulatorio, recientemente modificado, constituye un ejemplo, tanto por el hecho mismo de afrontar las necesidades de regulación como por la sensibilidad que ha demostrado en la nueva regulación al abordar desprejuiciadamente los cambios productivos y llegar a conciliar los intereses de trabajadores y empresas. El ejemplo francés, en efecto, podría resultar un interesante punto de partida para elaborar la regulación española… Pero quizás, como ha señalado muy solvente doctrina, la previsión en nuestro Ordenamiento de la figura del trabajador autónomo económicamente dependiente, una figura original que constituye un elemento de modernidad en nuestro Ordenamiento y que no ha tenido entre nosotros el recorrido esperado, haría más aconsejable trabajar sobre ésta regulación para dar adecuado cobijo en la misma a los trabajadores de plataforma. En esta línea, no deja de ser significativo el que la figura del TRADE haya sido el principal instrumento utilizado por el sector para regular estas novedosas prestaciones de servicios.

Los ámbitos en los que los TRADES necesitan de la protección del Ordenamiento son mutatis mutandi los mismos en los que debiera reforzarse la tutela legal de los trabajadores de plataforma. La previsión legal de negociación colectiva para los TRADES —los acuerdos de interés profesional— abunda en la misma dirección, pues en la medida en la que el trabajo de plataforma, formal y explícitamente, se recondujera a la figura del autónomo económicamente dependiente tendría expedita la vía al desarrollo de una negociación colectiva propia, llamada a completar el conjunto de las tutelas legales y a adecuar su aplicación a las peculiaridades y singularidades del sector y de la empresa.

A reflexionar sobre todas estas cuestiones y a excitar un debate, que algunos parecen querer dar por cerrado antes de que se haya propiamente abierto, se dedica el presente libro, que he tenido el honor de dirigir y prologar. Como de la mera lectura de su sumario se desprende, el elenco de temas abordados constituye una aproximación rica, plural y completa a la figura del trabajador de plataforma; el de autores que lo firman, a los que quiero agradecer aquí su colaboración, una garantía de máxima solvencia y de rigor en su tratamiento. Estoy persuadido que su lectura va a despertar el mayor interés.

Francisco PÉREZ DE LOS COBOS ORIHUEL

Catedrático de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social Universidad Complutense de Madrid
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I. La figura del trabajador de plataforma: las relaciones entre las plataformas digitales y los trabajadores que prestan sus servicios

Miguel RODRÍGUEZ-PIÑERO ROYO

Catedrático de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social

Universidad de Sevilla

Senior Counsellor, PwC



 1.  Presentación: El trabajo en plataformas en su contexto

El objetivo de este capítulo (1)  es realizar una primera aproximación a los trabajadores de plataforma como un colectivo de profesionales vinculados con un soporte tecnológico particular, las plataformas o mercados on-line, que condiciona directamente la forma en que trabajan. El hecho de hablar de los trabajadores de plataforma (en adelante, TdP) como una categoría unitaria expresa ya algunas opciones fundamentales de este libro en su conjunto, y sobre las que se construirá este capítulo: que las personas que realizan su prestación profesional por este medio constituyen un grupo social con unas características que son a la vez comunes para todos, con independencia de las notables diferencias que encontramos en los modelos de negocio de cada una de éstas; y diferenciadoras respecto del resto de la población activa, de la suficiente entidad como para definirlas como un colectivo con identidad dentro de ésta. El objetivo de este capítulo será corroborar esta hipótesis.

Incluso el nombre que se utiliza en este libro para designar a estas personas supone una toma de posición. Como es sabido se manejan otras expresiones como riders, turks, drivers, helpers, sherpas… Cada empresa usa un nombre para referirse a estos prestadores de servicios, generalmente en inglés como corresponde con un fenómeno global y de raíces principalmente anglosajonas. Esta opción, justificada por razones de imagen y de estrategia comercial, tiene consecuencias legales, y en los debates sobre la laboralidad o no de las relaciones que establecen las plataformas con los prestadores de servicios la denominación asumida por las partes es uno de los datos que se manejan.

Lo bueno del castellano es que con la palabra «trabajador» se puede hacer referencia a los dos modelos de organización jurídica de los servicios personales, debiendo añadirse un calificativo para identificar el tipo del que se habla, si «por cuenta ajena» o «por cuenta propia». Por ello cuando nos referimos a los TdP no estaremos prejuzgando la naturaleza jurídica de su relación, aunque a lo largo de este libro esta cuestión sea un verdadero leitmotiv. Baste con decir ahora que puede asumir ambas formas, sin una necesaria preferencia por una u otra.

Este trabajo parte de varias hipótesis de partida, siendo la primera la ya señalada de que el trabajar en plataformas contiene suficientes elementos comunes ad intra y diferenciadores ad extra como para poder considerarlos como parte de una categoría única y autónoma. La segunda es que a pesar de este carácter unitario se trata de una realidad diversa y cambiante, ya que en esta modalidad económica operan un gran número de empresas, con diferentes modelos de negocio que se traducen en formas diversas de relacionarse con los trabajadores y los usuarios. La tercera es que el elemento tecnológico que les identifica no es el único causante de las particularidades de su trabajo. La tecnología actúa más bien como potenciador de distintas tendencias del mercado de trabajo y de la economía en general, que han hecho que en este colectivo resulten más visibles, con consecuencias más extremas.

La metodología de análisis consistirá en un análisis de la numerosísima bibliografía y literatura existente sobre los TdP, a primera vista desproporcionada en relación con la presencia de éstos en los mercados contemporáneos. Los datos sobre la realidad de los TdP y sobre sus condiciones contractuales se obtendrán así de fuentes secundarias, que se añadirán a los que su autor había obtenido ya en estudios anteriores.

En cuanto a la terminología que se utilizará, ésta se adecuará a la más tradicional en los estudios laborales, sin manejar las numerosas denominaciones que podemos encontrar en la práctica de estas empresas y en los estudios científicos sobre éstas. Así, ya se ha dicho que a las personas que prestan servicios a través de estos mecanismos se les llamará «trabajadores», sin prejuzgar de qué tipo. Para las entidades que gestionan mercados on-line para el intercambio y/o la prestación de servicios utilizaremos la denominación genérica de «plataformas», aunque desde una perspectiva más tecnológica puedan recibir otras distintas en función de su forma de actuar y del papel que asuman. Finalmente, a los sujetos que reciben los servicios de los TdP les denominará «usuarios», englobando con esta denominación tanto a los particulares como a las empresas.

2.  Los trabajadores de plataforma

El primer colectivo a identificar es el de los propios TdP, cuya denominación ya se ha explicado (por más que sea objeto de debate). En este apartado se procederá a identificar los rasgos fundamentales que caracterizan a este segmento del mercado de trabajo, a partir de la experiencia de las plataformas en los distintos sectores. Corresponde en este punto realizar una afirmación que será reiterada a lo largo de este libro: que la economía de plataformas es tremendamente diversa, habiendo multitud de modelos de negocio que se traducen en diferentes esquemas jurídicos; y, también, diferentes tipos de trabajos con niveles de cualificación variables. De ahí que cualquier acercamiento a esta realidad deba ser por fuerza aproximado y genérico, sujeto a excepciones y matices.

Paradójicamente contar con una definición precisa es en estos momentos prioritario, ya que ésta tiene importantes consecuencias prácticas cuando se está planteando desde diversas instancias la elaboración de una regulación propia para esta forma de empleo. Las opciones en discusión son varias: modalidad contractual, relación laboral especial, unidad de negociación colectiva… Sea cual sea la defendida, en todas ellas resulta fundamental funcionar con una definición operativa que facilite su aplicación.

Los TdP son, antes que nada, trabajadores; que lo sean por cuenta propia o ajena dependerá de multitud de elementos materiales respecto de la forma en que prestan sus servicios; lo que vendrá a su vez determinado por el modelo de negocio diseñado por la propia plataforma. Todos presentan algunas notas comunes a ambos modelos: se trata de personas que prestan servicios personales, en su propio nombre, con un componente de intuitu personae que limita las posibilidades de sustituirlos, y una finalidad onerosa.

Este dato es importante porque debe guiar la actitud ante los mercados generados por las plataformas; son mercados de trabajo que deben ser regulados teniendo como objetivos los propios de este tipo de instituciones: pleno empleo, calidad en la ocupación, reparto de las oportunidades profesionales, no discriminación… Muchos de éstos no son considerados cuando se regulan mercados de servicios; en los de trabajo resultan fundamentales.

Se prestan servicios que tienen un valor económico por los que se exige (y paga) una retribución. Estamos ante personas que desarrollan un trabajo en el sentido económico del término; como hacen, en nuestra economía, el resto de los asalariados y de los autónomos. Los servicios son también retribuidos, se prestan a título oneroso. Quedan fuera de la categoría, en consecuencia, las actividades que pueden encuadrarse en el consumo colaborativo, en la economía colaborativa stricto sensu en la que la contraprestación por los bienes o actividades puestos a disposición no se articula mediante un pago en dinero; que se realizan entre pares; y en los que la finalidad de los intercambios no es necesariamente económica.

La cuantía de esta retribución, y su papel dentro de la economía doméstica del TdP es en gran medida irrelevante para determinar su pertenencia a esta categoría. Esto es, que caben en la categoría desde actividades continuadas de elevados beneficios, que constituyen la actividad principal de la persona; hasta las puntuales que producen ingresos complementarios o no indispensables para el soporte vital; también las hay de baja cuantía, pero que para el TdP suponen su principal ingreso, lo que genera las denuncias que se hacen a algunas de estas plataformas. En la práctica de cada país y de cada plataforma vamos a encontrar una variedad de situaciones; pero es cierto que muchas de éstas se han construido tomando como referente a la segunda de las señaladas, como trabajos ocasionales cuyos aspectos cualitativos no resultan muy relevantes.

En conjunto, el TdP no debe ser necesariamente un profesional, en el sentido de una dedicación constante a una actividad, que se ve acompañada de una preparación, de una exclusividad y de una dependencia económica. De hecho, muchas especialidades de los servicios en plataformas se justifican precisamente por no constituir servicios profesionales, sino ocasionales, lo que legitima de nuevo sus posibles efectos precarizadores (RODRÍGUEZ FERNÁNDEZ). En el ámbito del Derecho del Trabajo este dato no resulta determinante para calificar unos servicios como asalariados, aplicándose éste a todos los que reúnen los requisitos de la laboralidad, sean o no profesionales de éstos. Sólo en el trabajo autónomo se exige legalmente un componente de profesionalidad que permite excluir las actividades ocasionales, lo que se ha señalado como un problema respecto de los TdP en la medida en que puede dificultar su cobertura por su régimen especial (MERCADER UGUINA).

Respecto de esta cuestión es interesante señalar una consecuencia de la generalización de las plataformas: en algunos casos convierten servicios ocasionales, no profesionales y sin relevancia jurídica en una actividad organizada, formalizada y con consecuencias en distintos planos legales. Por poner un ejemplo, no parece haber un gran debate sobre la regularización de actividades como el cuidado de niños, los conocidos «canguros», aunque materialmente pueda constituir un supuesto claro de trabajo informal; pero cuando una empresa genera un mercado on-line para que estos servicios se puedan contratar, y se genere un volumen importante de transacciones, entonces su situación irregular resulta ya inaceptable. Lo mismo ha ocurrido con los vehículos compartidos, el intercambio de viviendas o el alquiler de corta duración entre particulares. Este sector tiene el efecto de convertir lo informal en un verdadero sector económico, con todas las consecuencias que ello supone. Con esto los espacios de tolerancia o indiferencia legal se restringen.

El elemento de la ocasionalidad sí existe, en todo caso, desde la perspectiva del receptor de los servicios. El usuario de las plataformas acude a éstas precisamente porque tiene necesidades de este tipo, puntuales y de corta duración, que no justifican una contratación tradicional; o bien porque, con independencia del tipo de necesidad que tenga, no pretende establecer una relación mínimamente continuada con el prestador. La ventaja de la plataforma, en cuanto mercado instantáneo de gran alcance y escasos costes, es que permite generar múltiples relaciones ocasionales para dar respuesta a todo tipo de operaciones, incluyendo las de cierta dimensión y duración.

Lo que sí es claro es que las plataformas se corresponden con un modelo de prestación de servicios a demanda (on demand), que caracteriza la producción en el siglo XXI. Frente a modelos tradicionales en los que se contrataban servicios por bloques temporales estándares (tomando como referencia la jornada a tiempo completo o parcial), en el modelo a demanda el usuario contrata bloques menores en dimensión, bien por corresponderse a tareas de menor dimensión, bien porque se dividen las actividades tradicionales en partes. La vinculación con el prestador dura estrictamente lo que dura la necesidad de éste. El resultado es una contratación constante, bien de manera sucesiva, bien reuniendo un grupo de proveedores actuando simultáneamente (en lo que se conoce como crowdworking). Este tipo de servicios a demanda (también llamada on-tab) encuentra algunos problemas en la regulación del trabajo asalariado tradicional, salvo en aquellos pocos ordenamientos en los que se reconocen abiertamente contratos a llamada; el trabajo autónomo resulta más idóneo para ello, lo que explica en parte porque en muchas plataformas se busca articular las actividades de acuerdo con este modelo contractual. Las plataformas han sabido dar respuesta a la voluntad de las empresas de contratar a demanda, ya que ofrecen un soporte tecnológico que facilita este tipo de transacciones; pero esta tendencia es anterior e independiente al desarrollo de éstas.

El trabajar a demanda condiciona la experiencia personal de estas personas en el mercado de servicios. Carecen de un referente que, como empleador o como cliente principal, pueda proporcionar una estabilidad en el volumen o en el ingreso, lo que genera una especial dependencia del funcionamiento del mercado y de las posibilidades de acceder a encargos. Todos los riesgos de su actividad son asumidos por ellos mismos. Ni siquiera generan una relación estable o permanente con una plataforma determinada (salvo excepciones), sino que es común trabajar con varias de éstas, de manera simultánea o sucesiva. El comportamiento «nómada» de los TdP, que ha generado su propia terminología (workmads, slashers, knowmads…) resulta, una vez más, coherente con las dinámicas del mercado de trabajo general, que opera cada vez más de acuerdo con un modelo transicional en el que las transiciones entre distintas situaciones profesionales y empleadores constituyen un elemento estructural y cotidiano; sólo que para estas personas resulta mucho más intenso y característico. Algunos elementos reducen sin embargo esta movilidad, como las limitaciones que las plataformas puedan establecer en su caso a la posibilidad de estar de alta en otra (este no es el caso, según parece, de las plataformas más conocidas en España, las de transporte de alimentos cocinados). Además, son muy relevantes las evaluaciones de los usuarios, que no resultan portables si se cambia de empresa digital.

Los TdP dependen para su prestación de una plataforma, es obvio; el papel de ésta variará en función del modelo adoptado por cada una, algo que luego se verá. Baste señalar que esta vinculación no debe entenderse en el sentido de que el servicio se realiza a través del soporte tecnológico que ésta supone, que los TdP trabajan «en la plataforma». En algunos casos, como el crowdworking de actividades informáticas, ésta juega el doble papel de canal de intermediación y de soporte técnico de la actividad; en otras, sin embargo, se limita a funcionar como un mercado para contratar ésta, poniendo en contacto TdP con usuarios para que se realicen unas tareas en contacto directo entre ambos. Esto es, no podemos confundir a los TdP con trabajadores remotos, ni limitarlos a personas que ofrecen actividades vinculadas con tecnologías digitales. De hecho, las plataformas más visibles en los debates sobre su legalización (Uber en todo el mundo, Deliveroo en el caso particular de España) operan de acuerdo con este segundo esquema: los servicios se contratan en el mundo digital, utilizando la plataforma; pero se prestan en el mundo físico. Ni tan siquiera son servicios con un mínimo de novedad. En estos casos la plataforma es antes que nada un intermediario tecnológico; lo que no quiere decir necesariamente que sólo juegue este papel, cuestión ésta central en los debates sobre su calificación jurídica como se verá; la profesora SÁNCHEZ-URÁN se ocupará de ello en su capítulo.

La cuestión fundamental en la definición del TdP, desde un punto de vista jurídico, es la de su calificación de acuerdo con la dicotomía fundamental sobre la que se construye el Derecho del Trabajo en sentido amplio, la que existe entre trabajo subordinado y trabajo autónomo. Sin perjuicio de lo que se dirá en los capítulos de este libro dedicados a esta cuestión, sí puede afirmarse que trabajar para una plataforma no es determinante para merecer una u otra denominación jurídica, por lo que ambas pueden aparecer en este sector de la economía. La tarea de inclinarse por una u otra dependerá de una pluralidad de factores relacionados con la forma en que se trabaja, realizando una operación de valoración jurídica típica y tradicional. Ahora bien, algunas particularidades de esta forma de empleo pueden suponer una fuente de subordinación y de dependencia que la acerquen más a los estándares del trabajo por cuenta ajena.

Sea como fuere, y se les califique como se les califique de acuerdo con los criterios tradicionales o con otros actualizados, se trata de un colectivo sometido a un importante conjunto de normas laborales y de protección social, además de las sectoriales que pudieran corresponder en razón de su actividad o por operar en sectores regulados. Resulte éste adecuado o no, lo cierto es que su actividad profesional está altamente regulada, lo que aleja al trabajo en plataformas de las utopías autorreguladas que resultan frecuentes en este sector de la economía, justificadas por su novedad o por la necesidad de no limitar la innovación que suponen los desarrollos tecnológicos. La «agenda reguladora de la economía colaborativa» no se construye en el vacío, porque ya existe un «Derecho del Trabajo en plataformas», y es a partir de esta realidad que deberán elaborarse las propuestas para su adecuación o mejora.

3.  Los trabajadores de plataforma y las plataformas

Resulta banal señalar que es el hecho de trabajar con una de estas plataformas lo que define y condiciona a este colectivo; no lo es recordar las grandes diferencias que existen entre éstas, que determinan tanto la forma en que se realiza la actividad como la calificación jurídica de las distintas relaciones que esto genera. En España la percepción está seguramente distorsionada porque las más conocidas son unas muy particulares, vinculadas a trabajos de escasa-media cualificación en unos pocos sectores; son éstas las que han generado las controversias que han terminado en los tribunales y en la Inspección de Trabajo, presentando una imagen de éstas parcial ya que la realidad es mucho más rica. No operan sólo con este tipo de empleos y actividades, y podemos encontrarlas gestionando empleos cualificados y tareas de alto valor añadido.

Otro factor a subrayar, que se ha puesto de manifiesto en las grandes controversias jurídicas generadas por éstas (y que también se verán en este libro), es que demuestran una gran capacidad de adaptación, reaccionando frente a los problemas que experimentan en cada país. Así, el Uber que fue llevado al TJUE ya no existe como tal, sino que hay otra empresa que opera con un modelo de negocio algo diferente; Uber y Cabify estuvieron en primera línea cuando se desreguló la concesión de licencias de VTC; Deliveroo cambio su modelo de contratación de distribuidores de comida desde el autónomo al TRADE, adoptando incluso un acuerdo de interés profesional para ello... El carácter global de estos operadores no impide que en cada país se adapten a las particularidades del Derecho de cada uno, buscando un esquema que les resulte operativo minimizando los riesgos. No estamos ante una única empresa imponiendo una misma solución a todos los países; tenemos más bien sujetos flexibles, convenientemente asesorados, conscientes de los problemas de legalidad que generan en cada jurisdicción. También desde este punto de vista son empresas innovadoras, reactivas y flexibles.

En los estudios sobre economía de plataformas existe consenso en distinguir varios tipos de ellas, según sea su papel en relación con el servicio que recibe el usuario. Las hay que operan como plataformas de anuncios; otras son verdaderos mercados electrónicos; y en algunos casos actúan como auténticos mediadores entre TdP y usuarios. Desde un punto de vista jurídico el principal elemento a considerar es sí actúan como meros intermediarios tecnológicos, calificando como proveedores de la sociedad de la información (la calificación que muchas defienden), o si por el contrario son las verdaderas prestadoras del servicio subyacente, integrando verticalmente los factores que lo hacen posible. Las consecuencias jurídicas de cada situación son radicalmente diferentes; y lo son especialmente en relación con los TdP, que en función de lo que haga la plataforma pueden recibir distinta calificación jurídica. El papel de la plataforma se maneja junto a los criterios tradicionales en los debates sobre la naturaleza del empleo en este sector (SÁNCHEZ-URÁN). La Comisión Europea ha proporcionado ya algunos elementos para determinar este papel, en su famosa comunicación sobre este tema de 2016.

Hay algunos aspectos de la práctica de las plataformas en sus relaciones con los TdP que resultan bastante comunes por lo que podrán considerarse como elementos identificadores de éstas, con las debidas salvedades por la pluralidad de situaciones. Así, las plataformas suelen operar de acuerdo con unas condiciones generales del servicio estandarizadas, que deben ser respetadas por usuarios y trabajadores. Se trata de reglas precisas tanto técnicas como de conducta, a las que unos y otros deben adherirse si quieren acceder al mercado dinámico que éstas generan. La capacidad de negociación de los trabajadores para ofrecerse a través de una plataforma es muy limitada, porque la estandarización es muy relevante para el funcionamiento de éstas.

El momento determinante es el de la integración en la plataforma, que hace que el TdP se incluya entre los servicios ofrecidos a los potenciales usuarios, bien a elección de éstos, bien seleccionados por los propios mecanismos del mercado digital. Para hacerlo se exige la aceptación del conjunto de las reglas vigentes en cada momento, que determinan tanto la relación con la plataforma como la que se tendrá con los clientes. Esta oferta de los propios servicios por medio de la aceptación de las condiciones de contratación, que suponen en realidad un contrato de adhesión, constituye un verdadero momento contractual en el que se intercambian una oferta genérica de condiciones y una aceptación individual, con muy poca negociación de por medio. Se trata de una auténtica «incorporación» del trabajador, que implica una aceptación de condiciones generales, públicas y conocidas, generalmente muy parecidas entre las empresas que compiten en un mismo mercado. Formalmente se articula mediante la firma de un contrato, normalmente electrónico, que abre la vía al alta del trabajador en la plataforma. La consecuencia es la presencia del trabajador en el elenco de proveedores, público o interno; y la creación de un perfil del mismo en la plataforma.

Esta imposición de condiciones puede operar tanto respecto de los prestadores de servicios como de los usuarios de éstos, que al inscribirse aceptan las condiciones de la empresa intermediaria. El hecho de tener que darse de alta en alguna aplicación supone la oportunidad de exigirles la aceptación completa de las condiciones de utilización del servicio. Los espacios de negociación para los usuarios son escasos, y en ocasiones éstos existen entre el usuario y el prestador del servicio, en el marco impuesto por el modelo de servicio diseñado de forma general.

La imposición de condiciones de servicio se ve acompañada en muchos casos por la posibilidad de un cambio unilateral de éstas, que suele ocurrir con frecuencia. Los TdP se ven obligados a aceptar modificaciones en la forma en que se prestan o cobran los servicios, diseñadas por consideraciones de negocio pero que les afectan directamente. Al no tratarse formalmente de «condiciones laborales» las limitaciones a sus alteraciones son escasas; y entre las condiciones de integración en la plataforma se incluye el deber de asumirlas.

No es de extrañar, en este marco contractual, que las actuaciones de carácter colectivo de los TdP para la defensa de sus intereses se dirijan a la negociación de estas condiciones de servicio, reequilibrándolas en su beneficio. No se pretende lograr un convenio colectivo en sentido estricto, sino una fijación paritaria de las reglas que gobiernan la prestación de los servicios. Esto nos retrotrae a los orígenes de las relaciones laborales modernas, cuando la negociación colectiva lo era de las condiciones que los empleadores aplicaban a sus obreros; abriendo, a la vez, nuevos espacios para la actuación colectiva de los grupos sociales organizados. De estos aspectos tratará el capítulo del profesor ROJAS en este mismo libro.

Estas condiciones, impuestas como se ha dicho, permiten paradójicamente importantes espacios de decisión a los TdP, en cuanto a la aceptación de encargos y la fijación de horarios de disponibilidad. Los prestadores pueden limitar el alcance de su compromiso en el momento de incorporación, o incluso resistirse a ciertas directrices de la plataforma en cuanto a la actividad a desarrollar, después. Otra cosa es que estas decisiones tengan unas u otras consecuencias, como luego se verá.

En principio la plataforma no presta el servicio a los usuarios, pero sí lo diseña y lo hace posible. El TdP acepta los encargos, asume las condiciones de servicio y adopta la imagen corporativa de la empresa. El usuario contrata este servicio en los términos determinados por ésta, a través de su aplicación; y los abona a través de sus canales de pago. En su experiencia del usuario se está recurriendo a ésta, no al TdP; en muchos casos ni siquiera se le selecciona. Es por ello que se ha señalado como un elemento típico de los TdP el que trabajan bajo una marca ajena, la de la plataforma; serían el instrumento a través del cual ésta pone su producto en el mercado. Este elemento ha sido fundamental para que muchos tribunales consideren que existe una relación laboral, y que ésta se establece con ésta.

El control que se aplica a la actividad de los TdP es muy intenso, a pesar de que puedan operar con autonomía y sin una fiscalización continuada. La sumisión a las condiciones de servicio, la gestión a través de los canales tecnológicos, la rendición de cuentas constante, caracterizan la relación entre ambas partes. Avances técnicos como la geolocalización incrementan este control, que es utilizado por los tribunales como nuevo indicio de laboralidad. En esta tarea se cuenta con la colaboración de los usuarios, cuyas valoraciones, constantes y en tiempo real, se asocian al perfil del TdP; y del propio trabajador, que asume obligaciones de disponibilidad, comunicación, suministro de información…

El reparto de los costes del servicio es también un elemento esencial de este modelo de negocio, especialmente cuando se asume el carácter autónomo del TdP. Éste afronta, en general, la mayoría de éstos, asumiendo todos los generados por la actividad de que se trate. Entre las condiciones del servicio se suelen incluir requisitos respecto de los medios utilizados, imponiendo unos estándares cuyos costes se trasladan al prestador: tipo de vehículo, vestimenta, medios de comunicación… Se da por supuesta la disponibilidad de un medio de comunicación que soporte la aplicación, un smartphone o un ordenador. Éste suele ser el particular del trabajador, sin que se exija uno exclusivo para vincularse con la plataforma. Es frecuente que deba pagar una cantidad por estar de alta en el listado, que puede imponerse por servicio prestado o por cuotas fijas. Se deducen generalmente de las cantidades pagadas por los usuarios al recibir los servicios.

En la fijación del precio de los servicios encontramos también dos modelos: o bien es la plataforma la que lo hace, imponiéndolo a las dos partes; o bien éstas lo acuerdan, tras haberse puesto en contacto con este canal. En este segundo caso podemos encontrar sistemas basados en subastas electrónicas, generalmente a la baja cuando se trata de ofrecer los propios servicios.

Cuando es la plataforma la que los impone resultan comunes los sistemas de fijación dinámica de precios, en los que éstos varían en función de factores como el horario, la ubicación, la demanda, el volumen de utilización por parte de los usuarios… El dinamic pricing incrementa la subordinación de los TdP respecto de las plataformas, puesto que impide negociar sobre sus retribuciones al venir éstas impuestas por mecanismos teóricamente objetivos y fuera de su control. Este sometimiento a las decisiones de un programa es una manifestación más de lo que desde algunos sectores sindicales y académicos se califica como «dictadura de los algoritmos». De acuerdo con esta visión las decisiones fundamentales en la contratación, desde la selección de los proveedores hasta el precio a pagar, se tomarían de manera mecánica y automatizada, en detrimento de los derechos y la autonomía de las partes. Lógicamente, los algoritmos son diseñados, implementados y modificados por la propia plataforma, por lo que siempre existe una capacidad real de actuación para ésta. No es raro que las demandas de los TdP vayan precisamente en la dirección de modificarlos para que eliminen sus fallos o corrijan sus efectos más perniciosos (DE STEFANO).

En cuanto a la forma de producirse el pago de los servicios, encontramos dos grandes modelos: o bien es el propio usuario el que lo efectúa directamente; o bien éste paga a la plataforma, y ésta realiza el pago al TdP. En uno y otro caso suelen utilizarse canales on-line de nuevo cuño. Puede haber también sistemas alternativos de pago, del tipo de criptomonedas o unidades de valor de otro tipo, si bien esto es más común en el sector de la economía realmente colaborativa, para facilitar los intercambios de servicios entre particulares.

Un aspecto relevante es la asunción de los riesgos relacionados con la actividad. Está generalizada la idea según la cual esta forma de economía supone una transferencia de la totalidad de éstos al TdP, liberando a la organización empresarial. La realidad de esta afirmación dependerá por supuesto del diseño de cada una, y puede resultar coherente o no según el esquema de organización de la prestación de servicios de que se trate. Cuando se trata de verdadero trabajo asalariado puede haber una asunción excesiva de riesgos y responsabilidades por los TdP, haciendo dudar de esta calificación.

Un importante elemento en esta relación jurídica entre la plataforma y las personas que trabajan a través de ellas es la posibilidad que ésta retiene de excluirlas, temporal o definitivamente, de su elenco. Esta exclusión, que supone materialmente perder toda oportunidad de trabajar por este canal concreto, se presenta a veces como una auténtica sanción por incumplimiento de lo acordado al darse de alta; otras veces, sin embargo, es consecuencia de la propia dinámica de la relación entre ambas partes. Resulta especialmente compleja cuando se produce de manera automática, por el propio funcionamiento del algoritmo gobernante como consecuencia de eventos predeterminados siguiendo un modelo de smart-contract: malas evaluaciones; incumplimiento de obligaciones; reducción de productividad; falta de disponibilidad… Las posibilidades de ocultar discriminaciones y represalias son evidentes, lo que ha puesto mayor presión sobre el control de estos programas (DE STEFANO).

Desde el punto de vista empresarial la exclusión se convierte en un elemento de depuración de la propia oferta de servicios, pero su alcance real puede ser mucho mayor. Para los trabajadores puede resultar muy grave, y por ello operar como factor de presión contractual. Es por esto que la práctica judicial y administrativa la posibilidad de ser excluido de la plataforma ha operado como un elemento fundamental para determinar la calificación jurídica de los TdP. En efecto, la posibilidad de ser dado de baja del listado de profesionales como consecuencia del ejercicio por éstos de los espacios de autonomía que teóricamente se les reconocía (básicamente, la capacidad de rechazar servicios y de elegir los momentos en los que se activa para poder ser elegido por el programa) ha llevado a tribunales laborales y a administraciones de trabajo de varios países a encontrar un nivel de subordinación suficiente como para ubicar estos servicios en la esfera de la laboralidad. Aunque hay que recordar que en la última sentencia conocida sobre este particular en España, la conocida como «sentencia de Glovo», emitida en instancia en Madrid, este dato no ha tenido este efecto.

4.  Los trabajadores de plataforma y los usuarios

Una de las particularidades del trabajo en plataforma es que en una mayoría de los casos ésta no es la que recibe directamente los servicios del TdP (aunque éste sea el caso en algunos modelos de negocio), sino que son otros, los usuarios, los que contratan y reciben éstos. Se trata, por tanto, de un particular esquema triangular, con todas las dificultades que ello supone para el Derecho del Trabajo. Porque aunque es cierto que este tipo de relaciones trilaterales no son completamente ajenas a éste, también lo es que uno de sus elementos estructurales es la concepción de la relación de trabajo como una eminentemente bilateral, con un empleador tendencialmente único.

Algunos autores han intentado aclarar las distintas relaciones jurídicas en este tipo de empleos atendiendo no a los indicios de laboralidad, como es lo común, sino atendiendo a los elementos identificadores de la posición del empleador; buscando éstos en la plataforma y en los usuarios se podría identificar cuál de éstos merece tal consideración, o si nos encontramos ante una situación de co-empleador (J. PRASSL & M. RISAK). Esto, no hace falta recordarlo, varía para cada una de estas empresas, aunque se pueden encontrar elementos comunes o presentes mayoritariamente.

Comenzando por la selección de los prestadores del servicio, en algunas plataformas es ésta quién lo hace (discrecional o automáticamente), por lo que el usuario se limita a acceder a la aplicación indicando su demanda; al hacerlo se compromete a aceptar a la persona que se le asigne. En otros casos, lo que se hace es una selección de posibles proveedores para que éste elija uno, dejándole la decisión. Es posible también una decisión compartida, eligiéndose por la empresa digital a partir de las indicaciones y preferencias del cliente.

La selección de los profesionales a los que se les ofrece la oportunidad de realizar la tarea no ha generado por el momento una gran atención, aunque no hay duda de que el crecimiento del sector obligará a plantearse los riesgos de discriminación, represalia o chantaje que pueden producirse en esta fase. En un contexto de sobreoferta de estos servicios y de dependencia económica de quien los presta este fenómeno puede afectarles muy negativamente. Si el esquema de prestación de servicios es laboral, entonces existe un conjunto normativo bastante eficaz para impedir este efecto discriminatorio; no así cuando se opera con particulares contratando libremente en un mercado virtual, en el que su mayor capacidad de elección puede ocultar posibles motivos discriminatorios en ésta. La compleja aplicación de los derechos fundamentales en las relaciones privadas no facilita tampoco la defensa frente a estas posibles prácticas. De ahí que señalemos cómo éste será uno de los aspectos a desarrollar en un futuro Derecho del Trabajo en plataformas. El hecho de contratar servicios por estos canales no excluye el respeto a los derechos fundamentales de los prestadores; las decisiones sobre elección del proveedor y la posible negociación de condiciones deben adecuarse a éstos.

En una segunda fase, y a partir de esta elección, de nuevo existen variaciones, pudiendo celebrarse el contrato bien con la plataforma, bien directamente con el TdP. En uno y otro caso puede haber un mayor o menor espacio para la negociación y la fijación de las condiciones contractuales, siendo ésta mayor cuando la relación se establece directamente entre proveedor y usuario. Pero en muchas se presume la aceptación de las condiciones generales de servicio, incluyendo el precio, para los dos.

La recepción de los servicios corresponde por lo general al usuario directamente, aunque en algunos modelos los TdP prestan sus servicios a la plataforma, que entrega el resultado al cliente; esto es más común en servicios técnicos, en los que ésta se encarga de organizar el crowdworking necesario para desarrollar el proyecto. En los vinculados con el transporte, el reparto y los servicios puntuales no ocurre así, y la presencia de la empresa en el intercambio es prácticamente inexistente a partir de la contratación.

No es lo común, como se ha dicho, que se produzca un pago directo de los servicios del usuario al TdP, sino que lo normal es que sea la empresa que gestiona el mercado digital la que lo reciba y transfiera la parte que le corresponda al prestador. La aplicación mediante la cual se contrata suele incluir una utilidad que permite el pago de éstos, para lo que se dispone de los datos incluidos en los perfiles de ambas partes. El pago a través de la plataforma tiene importantes ventajas desde el punto de vista de la trazabilidad de las operaciones, como luego se verá.

Uno de los temas más complejos, y que ha generado mayor controversia, es el de las responsabilidades derivadas de esta prestación. Esto será consecuencia de la articulación jurídica de la operación, correspondiendo al TdP o a la plataforma según se funcione con uno u otro esquema de prestación del servicio. No debemos olvidar que en algunas de las actividades subyacentes estos aspectos son muy relevantes, como ocurre con el transporte; o que la propia prestación puede convertirse en un factor de riesgo para el TdP. En la práctica estas cuestiones suelen afrontarse mediante la contratación de un seguro para cubrir las posibles responsabilidades y riesgos, pudiendo ser el tomador el TdP (en los términos diseñados por la plataforma) o bien ésta misma (lo más frecuente en las más conocidas en España). En estos casos se asume que las responsabilidades corresponden al profesional, y que por lo tanto es éste quien debe asegurarse; pero lo cierto es que se le dejan pocas opciones sobre la decisión de estar asegurado, y la forma de hacerlo, apareciendo todo dentro de las condiciones generales de contratación. En alguna plataforma concreta es ésta directamente la que suscribe el seguro que cubrirá todas las operaciones que gestiona.

Una parte importante de la relación que se establece entre TdP y usuario no es particularmente original, sino que existía ya en otros esquemas empresariales tradicionales, como los servicios profesionales, las empresas de trabajo temporal o la subcontratación. Hay uno, sin embargo, que se ha generado en las propias plataformas, como un elemento propio y típico de las mismas: la reputación del profesional. Las aplicaciones suelen incluir utilidades para valorar la calidad del servicio y del profesional, en algunos casos practicables después de cada operación. En la cultura de Internet se les da mucha importancia, contribuyendo a superar los problemas de información que generan mercados tan masivos de bienes y servicios. El consumidor de la red confía en la experiencia previa de sus pares para elegir, y cuando necesita servicios profesionales mantiene esta pauta. La consecuencia es que la posición en el mercado del TdP se genera sobre todo a partir del valor que le den las personas que conocen como trabaja.

Las valoraciones de los usuarios tienen importantes consecuencias: para éstos, porque ayudan en la decisión de contratar, protegiéndolos de los malos profesionales; para la plataforma, porque suponen la base sus políticas de control de calidad, además de actuar como instrumento de motivación; para los TdP, porque condicionan trascendentes decisiones sobre su trabajo, desde su selección del elenco de ofertantes hasta la exclusión de la aplicación.

A pesar de su pretendida neutralidad pueden tener un efecto discriminatorio, si se basan en sesgos o tienen consecuencias que afecten desproporcionadamente a un colectivo protegido. De ahí que no baste con garantizar la objetividad y solidez de las opiniones vertidas sino que esta forma de funcionar exige una intervención más incisiva.

Se da la circunstancia de que a pesar de que materialmente es una relación entre usuario y TdP, formalmente se articula evitando cualquier tipo de contacto entre ambos al respecto, de tal manera que el primero realiza su juicio en la aplicación con desconocimiento del segundo (lo que resulta lógico para asegurar que pueda expresar su opinión libremente). Las evaluaciones de los usuarios se recepcionan por la empresa tecnológica, que las gestiona para elaborar el perfil de cada trabajador; es ésta quién decide que datos se recogen, cómo y, sobre todo, que consecuencias se da a esta opinión. De ahí que aunque aparentemente se trate de una actuación del cliente, la responsabilidad del sistema recaiga sobre la empresa en todo caso; que es, por otra parte, la que ha decidido ponerlo en práctica.

Las graves consecuencias de estos mecanismos reputacionales exigirían un mayor control, incluyendo el reconocimiento de derechos de acceso, rectificación, olvido, limitación de uso, portabilidad… La aplicación de la normativa de protección de datos debería servir de base para regularlos, aunque probablemente no baste con las reglas generales y se deban diseñar otras específicas, más avanzadas.

Un último aspecto de la gestión de la reputación es la de su portabilidad, la posibilidad de que siga operativa si la persona cambia de plataforma, o se pone a disposición de otra manteniendo la original. Si se comparte que debe primar la consideración de estas personas como trabajadores; y si se acepta que en la economía de plataformas la movilidad y el pluriempleo serán la regla, entonces parece claro que los perfiles construidos a partir de la experiencia de los usuarios no pueden limitarse a un único mercado digital o intermediario. Es la misma idea que ha gobernado la libertad de circulación de trabajadores en el Derecho unioneuropeo: no basta con reconocer la movilidad, si no asegura que su ejercicio no va a perjudicar al trabajador. El Derecho del Empleo tiene ya instrumentos para facilitar la acreditación de experiencias y conocimiento, con el fin de favorecer la empleabilidad y la movilidad laboral. En las plataformas todavía no se han desarrollado, y lo que hay es de carácter privado y unilateral. Para normalizar este sector habrá que desarrollar mecanismos objetivos, seguramente públicos, para que el capital que para las personas supone la experiencia y la reputación pueda conservarse y extenderse a todo el mercado de trabajo. Esto beneficiará a todas las partes implicadas, incluyendo a las plataformas que dispondrán de elementos de juicio más completos para poder organizar sus elencos de proveedores; también a los usuarios, que accederán a mejores valoraciones, más completas y objetivas.

5.  Los trabajadores de plataforma y el Estado

Para terminar el conjunto de relaciones en torno a los TdP se debe hacer alguna mención a las que establecen éstos con las distintas autoridades con competencia en los mercados de servicios profesionales. Éstos pueden estar regulados, con barreras de acceso que suponen obligaciones en materia de autorizaciones para operar y otras medidas de garantía de calidad; si no lo están, existen otras transversales para cualquier actividad económica desarrollada por personas físicas: las fiscales y las de seguridad social. Si hablamos de un sector plenamente legal, todas éstas deben ser cumplidas. Aquí la variedad viene no sólo del tipo de plataforma sino también de la actividad subyacente de que se trate, que podrá estar más o menos regulada.

Las obligaciones fiscales surgen de manera automática en cuanto se produce un ingreso que pueda considerarse renta o rendimiento del trabajo. Será responsable el TdP en el caso de que se trate de trabajo autónomo; si es asalariado, la entidad que califique como empleador deberá afrontar también una parte de éstos (retención y pago, información…). Algo parecido ocurre en el campo de la seguridad social, donde las obligaciones (y los obligados) variarán en función del modelo laboral utilizado.

Las condiciones de acceso a las plataformas suelen hacer referencia a estas obligaciones, señalando que serán por cuenta del TdP o del cliente, de manera coherente con su pretendido papel (en muchos casos) de intermediarios. Se asume o se llega a exigir este cumplimiento, dejando claro que se trata de deberes ajenos, respecto de los que se es tercero. Aunque los hay que deberá cumplir incluso tratándose de servicios por cuenta propia, como los de informar a las autoridades tributarias de los ingresos generados por cada individuo dado de alta, si es que se retribuyen a través suya.

Una de las principales críticas que se hace a la economía de plataformas es su potencial efecto de generación de empleo informal. Esto sería consecuencia de varios factores, empezando por la particular forma de articulación de estos servicios, a través de distintas relaciones jurídicas entre varios sujetos. Aunque seguramente el principal problema en este sentido, ya indicado, es el carácter esporádico y la escasa dimensión de algunos de estos servicios, que los hace difícil de regularizar en los esquemas generales. La ocasionalidad o el escaso valor económico no suele impedir el surgimiento de las distintas obligaciones indicadas, con la importante excepción de las obligaciones con la Seguridad Social de los realizados por cuenta propia. En la práctica, sin embargo, suelen quedar fuera del sistema, en unos espacios de informalidad más o menos tolerada hasta ahora mientras no alcanzaban volúmenes significativos. Podemos encontrarnos ante un factor de precarización de estas personas, que podemos denominar «precariedad por invisibilidad» o «por irrelevancia»; y que perjudica tanto a los TdP como al Estado que pierde ingresos fiscales y cotizaciones.

No tiene por qué ser así. Antes bien encontramos en las plataformas al menos dos elementos que pueden ayudar a evitar este efecto. Así, una de las ventajas de esta tecnología es que permiten una trazabilidad casi completa de todos los servicios que se realizan, al quedar constancia de las operaciones, sus partes y su retribución. Las mismas plataformas alegan, ante las acusaciones de que generan economía irregular, de que con su colaboración podría llegar a aflorar un volumen importante de actividades que hoy quedan fuera de los radares del Estado. Por otro lado, el hecho de que los TdP tengan que integrarse en éstas puede servir de mecanismo para garantizar este cumplimiento, exigiéndose para su admisión el pleno cumplimiento de los deberes vinculados a la actividad de que se trate. De una u otra forma, las plataformas pueden servir para aflorar sectores de economía sumergida por su propia naturaleza y dimensión, contribuyendo al bienestar común y al individual de los propios trabajadores; esto exige un nivel de control público y de colaboración entre administraciones y proveedores que todavía está lejos de alcanzarse.

Estas empresas tienen un importante incentivo para el cumplimiento normativo, la necesidad de obtener tanto el placet administrativo como la aprobación pública, en el marco de un proceso de introducción que no está siendo precisamente cómodo ni fácil. No pueden permitirse unir a las reservas que genera su forma de operar denuncias de irregularidades en su actuación.

No es éste el único aspecto a considerar: la universalidad de la red permite aprovechar al máximo las oportunidades que ofrece la globalización desregulada, ubicando las plataformas o las sociedades que las gestionan en países con sistemas fiscales y laborales atractivos. La arquitectura jurídica de estas entidades hace posible evitar o reducir estos costes, generando una nueva forma de precarización para los trabajadores y de elusión para los Estados. No habría informalidad, en sentido estricto, pero sus consecuencias serían muy parecidas. La regulación de este sector debe adaptarse a las particularidades del espacio digital y ser capaz de asegurar el cumplimiento de los distintos conjuntos de obligaciones de tal modo que se eviten estos perjuicios. Este riesgo, es obvio, no es general de todas estas empresas, y de hecho la mayoría opera desde el territorio del Estado en el que se prestan los servicios; pero las hay también, particularmente en el campo de los servicios informáticos, en los que la prestación remota desde países de bajos costes es un elemento muy relevante de su negocio.

6.  Conclusiones

Como se ha visto, los distintos tipos de plataformas de servicios comparten algunos elementos que permiten conceptualizar una categoría autónoma, la del TdP. Al margen de las diferencias en su estatus jurídico, su situación en el mercado y sus relaciones con estas empresas y con los clientes de éstas es bastante parecida en todos los casos; en términos sociológicos, además, una mayoría son verdaderos trabajadores que acuden a estos canales para obtener un sustento y desarrollar su actividad profesional. Sus necesidades son comunes, como lo son también los problemas que afrontan en este marco tan deficientemente ordenado.

Las actividades en este formato generan unas relaciones jurídicas complejas entre distintos sujetos, con unos trabajadores vinculados en mayor o menor medida con estos intermediarios y sus clientes, y a veces con otros trabajadores.
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